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PRESENTACIÓN

El presente documento da respuesta al capítulo cuarto, participación de la sociedad civil (articulo iii, numeral 11 de la Convención), del cuestionario del Comité de Expertos del mecanismo de seguimiento a la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, primera ronda de evaluación.

Las respuestas están elaboradas por Transparencia por Colombia, entidad no gubernamental, sin ánimo de lucro, capítulo nacional de Transparencia Internacional -TI- y aliada estratégica del Ethics Resource Center. Transparencia por Colombia está dedicada a la lucha contra la corrupción en el ámbito de la prevención. 

El trabajo contenido en este documento hace parte de un esfuerzo regional de  Transparencia Internacional en América Latina y el Caribe –TILAC, cuyo propósito es promover un proceso de revisión sólido a la Convención. 

Respecto a la metodología seguida, se acató la orientación de contestar directamente los términos del cuestionario. Con el propósito de recoger la información secundaria que sirvió de base para responder las preguntas, se procedió a la identificación y consecución de toda la documentación relacionada con la participación ciudadana a partir de la nueva Constitución Política: marco normativo, producción jurisprudencial e investigaciones y estudios sociales y políticos. 

Para obtener los estudios e investigaciones correspondientes, se visitaron las entidades del ejecutivo del nivel central, responsables de orientar y hacer seguimiento a la implantación de políticas de participación ciudadana sectoriales en el nivel territorial. También se visitaron las oficinas de los órganos de control encargadas de la promoción de la participación ciudadana. Además de las búsquedas por Internet, se tomó contacto con las más importantes organizaciones de la sociedad civil que tienen como misión la promoción de la participación ciudadana. 

La jurisprudencia sobre participación ciudadana de la Corte Constitucional Colombiana fue encontrada en la página de Internet de la rama judicial (www.ramajudicial.gov.co), a partir de datos identificadores (derecho a la participación, control social, control ciudadano, veeduría y fiscalización). Estudiadas las sentencias encontradas, se procedió a organizarlas a partir de los siguientes ámbitos de tratamiento: la participación como principio, sus alcances, límites y los  mecanismos de la participación.

En el tema del acceso a la información, se consideró importante aportar la  experiencia práctica del Observatorio de Integridad de Transparencia por Colombia, para efectos del diseño del Indice de Integridad de las Entidades Públicas del 2002 y del Comparativo de Integridad de los Poderes del Estado 2002, dada nuestra condición de organización de la sociedad civil usuaria de información pública. 

Con las normas pertinentes, el conjunto de la información secundaria recogida y los resultados del estudio del Observatorio de Integridad de Transparencia por Colombia, se procedió a organizar la normatividad, a analizar la situación de la participación ciudadana en Colombia y a responder las preguntas del cuestionario. 

En consecuencia, el informe elaborado por Transparencia por Colombia consta de un documento principal que da respuesta a las cinco preguntas B del capítulo de participación de la sociedad civil, relacionadas con los siguientes mecanismos: de participación en general, de acceso a la información, de consulta, para estimular una participación activa en la gestión pública y de participación en el seguimiento de la gestión pública. Adicionalmente un anexo 1 con la normativa referida en las  preguntas A del mismo cuestionario.

Con el fin de cumplir con los requisitos del cuestionario respecto al aporte de la documentación normativa y estadística que sirvió de base para contestar las preguntas, se allegan los siguientes anexos en medio magnético o en copia en papel:

Anexo No.1: Respuesta a las preguntas A del cuestionario, relacionadas con el marco normativo y los procedimientos existentes en Colombia para estimular, regular, facilitar, garantizar, etc., a la sociedad civil, la información pública y la participación ciudadana.

Anexo No.2: Relación de la legislación, la jurisprudencia y los estudios consultados.

Anexo No.3: Documento “Las dificultades de la ciudadanía para acceder a la información pública: un ejemplo práctico”, de Transparencia por Colombia. 

Anexo No.4: Extractos de la jurisprudencia de participación ciudadana de la Corte Constitucional colombiana.

Anexo No.5: C.D con la legislación, jurisprudencia y estudios consultados.

Anexo No.6: Documentos impresos en papel con la legislación, jurisprudencia y estudios consultados, para los casos en los que no fue posible obtenerlos en medio magnético.
1. DE LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN EN GENERAL

PREGUNTA B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.

RESPUESTA

Con la entrada en vigencia de la nueva Constitución Política de 1991, es un hecho contundente que los avances normativos en materia de participación ciudadana en Colombia han sido significativos. En el nivel local se multiplicó la oferta de espacios de participación a través de la consulta, la concertación, la proposición y el control y vigilancia de los asuntos públicos. 

Sin embargo, el país no cuenta con información suficiente que nos permita evaluar los resultados obtenidos con la aplicación concreta de los numerosos mecanismos de participación ciudadana previstos en las normas. La mayoría de las entidades públicas del orden nacional responsables de la orientación en la implementación de los mecanismos y del seguimiento y evaluación de las políticas de participación, o bien no han cumplido estas tareas, o lo han hecho esporádicamente y de manera parcial. Esto se deduce luego de las visitas efectuadas por Transparencia por Colombia a varias entidades del orden nacional, al igual que del informe de visitas elaborado por la Organización Foro Nacional por Colombia en el marco de un estudio que adelanta actualmente sobre la participación en el país
, así como del balance sobre la descentralización municipal en Colombia hecho recientemente por el DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE(2002)
.

Del análisis del escaso número de estudios encontrados para contestar este cuestionario, se desprenden algunas conclusiones parciales acerca de la experiencia de la participación ciudadana en Colombia. 

La primera conclusión está relacionada con el bajo conocimiento de la ciudadanía  de los mecanismos de participación. La investigación sobre Capital Social de John Sudarsky así lo muestra
. Las preguntas abiertas, que registran qué tanto la ciudadanía tiene espontáneamente en su mente el tema de la participación “dio resultados tan desalentadores por la poca frecuencia de las respuestas, que tuvo que ser descartado para los cálculos de  las dimensiones y factores”
. Las respuestas, no 

ayudadas, acerca del conocimiento de los mecanismos de participación ciudadana fueron las siguientes:
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Como se ve, la ciudadanía tiene en su mente primero la tutela. Aunque esta no es técnicamente un mecanismo de participación no se excluye pues se considera que sirve como referencia respecto a otras herramientas por medio de las cuales la ciudadanía se relaciona con el Estado, dado que es el mecanismo de defensa de derechos más conocido por la ciudadanía.

Las respuestas a las preguntas en las cuales se mostró opciones a los entrevistados, arrojan los siguientes resultados:

Mecanismo
%
Mecanismo
%

Tutela 
35.9
Mesas de solidaridad
15.7

Participación en educación
18.2
Cabildo abierto 
10.0

Participación en salud
21.8
Revocatoria del mandato 
18.0

Derecho de petición 
15.2
Consejos Municipales de Desarrollo Rural
11.6

Veedurías ciudadanas
18.5
Consejos territoriales de Planeación 
10.8

Otra conclusión a la que se llega está relacionada con la baja utilización de los mecanismos de participación ciudadana, o con su funcionamiento en un nivel formal, según lo señala el estudio del DNP-PNUD-ACCI-GTZ y FONADE
. El estudio de Sudarsky señala que los porcentajes de la variable " conoce y  conoce a alguien que ha utilizado los mecanismos de participación” son: en educación 55%; en salud 45%; tutela 72%; derecho de petición 27%; veedurías ciudadanas 25%; Consejos Municipales de Desarrollo Rural –CMDR- 22%; y Consejos Territoriales de Planeación -CTP- 15%. 

Es poco lo que se conoce sobre las condiciones reales que conducen a la escasa participación ciudadana. Algunas posibles explicaciones se relacionan con las deficiencias normativas que dificultan su aplicación, la falta de información sobre los espacios de participación y la falta de interés y voluntad de los gobiernos municipales para propiciarla
. La gran cantidad de instancias de participación previstas para que funcionen en los municipios, sin ninguna articulación entre ellas, puede conducir a que muchas sean mecanismos creados como mera formalidad para el cumplimiento de requisitos de ley
, a lo cual se suma que la sectorialidad de dichos mecanismos puede originar la fragmentación de los actores sociales
. 

Un estudio de la UPD/OEA (2000) acerca de la descentralización en Colombia, Chile y Guatemala, señala que existe consenso entre la mayoría de representantes de las organizaciones populares y cívicas de los municipios estudiados en Colombia, quienes consideran que los mecanismos de participación no han funcionado realmente como canales efectivos para la discusión y solución de los problemas más profundos de la comunidad. Se señala además que la participación no es efectiva porque la comunidad, e incluso los miembros del gobierno local, no conocen los alcances del proceso, se sienten agobiados por la excesiva legislación sobre el tema, y carecen de la capacitación necesaria para llevar a cabo el proceso.
  

Una de las dificultades más significativas que actualmente enfrenta la ciudadanía en Colombia para participar es la situación de conflicto armado. Este se ha convertido en un factor que genera altos costos para la participación. No solo reduce las posibilidades de expresión y de organización de las comunidades en algunas zonas del país con presencia de grupos armados al margen de la ley, condiciones esas indispensables para el ejercicio ciudadano, sino que además genera riesgos a la vida y a la integridad personal de quienes lideran procesos de organización o movilización comunitaria o cívica. Por otra parte, y más allá del conflicto armado, el ejercicio ciudadano de control a los asuntos públicos y de lucha contra la corrupción se ha convertido en una actividad de alto riesgo para la vida y la integridad personal de quienes denuncian hechos de corrupción y/o hacen veedurías a la cosa pública. En un estudio realizado por Transparencia por Colombia sobre la Veeduría Ciudadana (2000), se puso en evidencia esta situación. Muchos de los veedores entrevistados informaron que habían sido amenazados o estaban siéndolo en ese momento, a causa de sus denuncias por corrupción o por sus actividades en general de control a la gestión pública. Al momento de diligenciar estas respuestas al cuestionario de la OEA, dos destacados veedores ciudadanos del país se encontraban amenazados de muerte a causa de sus actividades. Varios de los documentos soportes para contestar éste cuestionario señalan la violencia que vive el país como uno de los problemas para la implementación de los planes y programas gubernamentales de fortalecimiento de la participación y el control de la sociedad civil
. 

Otro problema que enfrenta la ciudadanía para llevar a cabo el ejercicio de la participación, está relacionado con la escasez de recursos económicos, de tiempo y de conocimiento que poseen. Así se señala tanto en el estudio sobre la Veeduría Ciudadana de Transparencia por Colombia
, como en el de la UPD/OEA
.

Algunos analistas consideran que en el país la participación ha sido limitada y ha estado restringida a aspectos particulares y poco relevantes; y que no se ha convocado a la población a participar en las discusiones sobre la orientación global del desarrollo en relación con las políticas macroeconómicas, las decisiones presupuestales, la política de orden público y las decisiones de política exterior
.

Sin embargo, estudiosos del tema de la participación creen que es necesario reconocer que hoy existen más actores organizados, que se ha ampliado la agenda pública para incluir nuevos temas inimaginables hace unos años, que se ha contribuido a formar embriones de opinión pública, y que se ha realizado un aprendizaje social sobre la administración y sus formas de gestión que no es para nada desdeñable
. 

Es importante destacar el desarrollo jurisprudencial vivido en el país, con relación al derecho a la participación, a través de los pronunciamientos de la Corte Constitucional, ya sea mediante sentencias de exequibilidad de leyes sobre el tema, o a través de sentencias de revisión de acciones de tutela. Los extractos más importantes de ésta jurisprudencia se anexan al presente cuestionario.

2. DE LOS MECANISMOS PARA EL ACCESO A LA INFORMACIÓN

PREGUNTA B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido en la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.

En materia de disponibilidad de la información pública de las entidades estatales y de su acceso por parte de la ciudadanía, en Colombia existe un importante marco constitucional y legal. Incluso, se eleva a derecho fundamental la facultad que tiene toda persona para presentar peticiones a las autoridades por motivos de interés general o particular, entre otros motivos, para solicitar información pública, y para obtener pronta respuesta. Son excepcionales los documentos oficiales con reserva, limitación que debe estar prevista en la ley. Los sumarios judiciales o aquellos documentos que puedan poner en peligro la soberanía nacional tienen reserva. 

A pesar del amplio marco normativo que establece el principio de publicidad en los asuntos estatales y el derecho de las personas a acceder a la información pública, en la práctica es frecuente que los funcionarios públicos la oculten, o que pongan trabas para acceder a ella. Según el estudio de caso hecho por Transparencia por Colombia sobre el Sistema Nacional de Integridad en Colombia(2001), es frecuente que los funcionarios públicos desconfíen del ciudadano y se sientan prevenidos cuando éste acude a solicitar información. Las dificultades no radican solamente en el acceso a los documentos, sino en la falta de difusión sobre los mecanismos de publicación y atención del Derecho de Petición
. Lo anterior se puede apoyar en el frecuente uso por parte de la ciudadanía del mecanismo de acción de tutela para buscar la protección de este derecho.

Aumenta el uso de la Tutela para proteger el derecho de petición
Las estadísticas obtenidas del Consejo Superior de la Judicatura con relación a los expedientes de tutela, remitidos por todos los juzgados del país a la Corte Constitucional para su eventual revisión, muestran que el Derecho de Petición, con respecto a otros derechos invocados, es siempre el que más se reclama.
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La gráfica muestra cómo entre 1995 y 1999 del total de tutelas interpuestas en el país, los derechos más invocados, en su orden son: petición, igualdad y debido proceso. Así, para 1995, de un total de 35.354 tutelas interpuestas en todo el país, 6.236 lo fueron por derecho de petición (19%), y en 1996, de un total de 34.354 tutelas ascendió a 10.380 (30%). Aunque en 1997 y 1998 el número de tutelas por petición continuó en aumento (13.746 y 16.471, respectivamente) el porcentaje con respecto al total descendió levemente (27% del total para ambos años). Para 1999 tanto el número (9.714) como el porcentaje con respecto al total (15%) descendieron. A pesar de las fluctuaciones el mayor porcentaje de tutelas continúa interponiéndose por derecho de petición, antes que por cualquier otro derecho.

Avances en el uso de las nuevas tecnologías: Agenda de Conectividad
Tanto la expedición de la política “Agenda de Conectividad”, como su desarrollo son avances significativos en la creación y puesta en marca de mecanismos concretos para que la ciudadanía pueda, de manera permanente, acceder a información pública, permanentemente. La Directiva Presidencial No. 002 de 2000, que contiene las orientaciones para la  implementación de esta política, dispuso que las entidades del nivel central del poder ejecutivo debían contar con información disponible en sitios de Internet, y que su incorporación se haría en tres etapas: la primera, incluye información sobre organización, funciones, funcionarios, normatividad, trámites y servicios, planes y programas, presupuesto y contratación, y mecanismos de control y rendición de cuentas. La segunda etapa facilita la realización de los trámites y la prestación de servicios a la ciudadanía a través de este medio y, la tercera, dispone el desarrollo de la contratación en línea. 

En consecuencia se montó un portal del Estado Colombiano, www.gobiernoenlinea.gov.co, que contiene las  direcciones de Internet de 496 entidades estatales de las cuales, 246 corresponden a entidades públicas del orden nacional (205 de la rama ejecutiva y 41 de las ramas judicial, legislativa, organización electoral y órganos de control), y 250 del orden territorial
. 

Según información del Ministerio de Comunicaciones, éste portal recibe alrededor de  215.635 visitantes por mes. Al inicio del proyecto, febrero de 2000, 44% de las entidades públicas del orden nacional (87) no tenía presencia alguna en Internet y, aunque el 56% restante (114) si la tenían, sólo el 5%  de esos 114 sitios de Internet ofrecía la información mínima útil para el ciudadano. A junio de 2002 el 100% (201 entidades) de las entidades tenía una presencia efectiva en la Red, el 77% de ellas (156 entidades) cumplen al 100% con las políticas y estándares de publicación de información dispuestos por la Agenda, el 16 % (32 entidades) están por encima del 90% y el 6% (13 entidades) está por debajo del 90%
.

Con el fin de evaluar la integridad de las entidades públicas, entre marzo y abril del 2002, el Observatorio de Integridad Transparencia por Colombia calificó sobre 100 los avances en el cumplimiento de esta Directiva Presidencial para efectos de medir el indicador “Información en las páginas web de las entidades públicas”
. Clasificó 88 entidades de acuerdo con la disponibilidad y la calidad de la información encontrada en su página web (otorgándole una ponderación de 80% a la disponibilidad y 20% a la calidad). Se evaluaron entidades del ejecutivo del nivel central y las entidades que componen las ramas legislativa y judicial, y los órganos de control. De estas, aunque no están incluidas en la directiva presidencia, se esperaba que asumieran políticas de publicidad sobre su gestión, similares a las del ejecutivo. Los resultados se presentan en la gráfica siguiente:
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A la fecha de recolección de la información, los resultados para las entidades de los poderes legislativo y judicial no fueron positivos. Se encontró que no fue posible ingresar a la página de la Cámara de Representantes y que el sitio correspondiente al Senado obtuvo una calificación de 53 sobre 100, dando una suma de 26 sobre 100 para la rama legislativa. 

De otra parte, al evaluar la página de la rama judicial administrada por el Consejo Superior de la Judicatura
, se encuentra que contiene enlaces a información sobre las altas cortes, pero a éstas paginas tampoco fue posible ingresar. La página de la Fiscalía General de la Nación obtuvo una calificación de 55 sobre 100. 

El mejor desempeño lo presenta el poder ejecutivo con un 94.4 sobre 100 mientras el control fiscal obtiene un resultado medio, teniendo en cuenta que sólo aquellas entidades con una calificación por encima de 90 /100 tienen un nivel óptimo de desempeño
.

Avances en el montaje del Sistema de Información para la Vigilancia de la  Contratación Estatal – SICE – (www.sice-cgr.gov.co) 

Un gran avance para el país en cuanto a la creación de mecanismos para cuidar el buen uso de los recursos públicos es el recién creado Sistema de Información para la Vigilancia de la Contratación Estatal -SICE. Este ha sido definido como un sistema de información, ordenación y control, que integra todas las cifras del proceso de contratación estatal, con el fin de confrontarlas en línea y en tiempo real con los precios de referencia que posee la central de información, garantizando una contratación sin detrimento de los recursos del Estado
. 

Las siguientes son algunas conclusiones preliminares que a la fecha pueden mencionarse sobre el desarrollo del SICE: 

· La Contraloría General de la República, entidad que tiene a su cargo el desarrollo del sistema, estableció cuatro (4) subsistemas
, y dos (2) elementos conocidos como el Registro Único de Precios de Referencia (RUPR) y el Catálogo Único de Bienes y Servicios (CUBS).

· Existen 48 entidades activas en el Sistema y 2492 proveedores (personas jurídicas), clasificados de acuerdo con su avance en el proceso de aceptación en el SICE.

· Los enlaces para el ingreso de ciudadanos, usuarios especiales y entidades de control no están habilitados todavía en la página de Internet.

· No hay información sobre las operaciones o resultados producto del intercambio de proveedores y entidades.

· Si se compara con lo anunciado, no coincide lo ofrecido con lo publicado en relación con: consulta de contratos, planes de compras, precios indicativos, CUBS público, ejecución de planes de compras, pliegos e invitaciones.

· En la página de Internet no aparece la información ofrecida al público por no haberse generado, ya que los contratos deben tener incluidos los códigos CUBS, las cantidades y los precios unitarios. Como no están disponibles - por lo poco poblado del CUBS – no entran en operación los subsistemas básico e inteligente, no produciéndose las alarmas ni los procesos subsiguientes de intervención de las entidades de control estatal y las organizaciones de control social.

El 14 de mayo de 2002 se suscribió un convenio entre la Contraloría General de la República y Transparencia por Colombia, con el objeto de permitir que esta entidad de la sociedad civil acceda a la información del SICE para facilitar la divulgación, conocimiento, y comprensión, por parte de la ciudadanía, de la información relacionada con los bienes y servicios que adquiere el Estado, de manera oportuna y real. Así la ciudadanía puede informarse, organizarse y actuar en la lucha contra la corrupción, y puede contribuir a la creación de una cultura de respeto y protección colectiva de lo público. La dirección técnica del SICE ha informado a Transparencia por Colombia que ya está en proceso el diseño del protocolo y la elaboración de la clave de acceso al SICE, para que Transparencia por Colombia entre al Sistema. 

En conclusión, creemos que la información recopilada muestra, de un lado, que el país cuenta con una amplia normatividad que regula el principio de la publicidad y  transparencia en los asuntos públicos, y de otro lado, que en Colombia se vienen dando avances significativos en la utilización de las nuevas tecnologías para garantizar a la ciudadanía la aplicación de estos principios, aportando así no solo a la democratización de la información pública, sino también a crear las condiciones para hacer efectivo el control social. No obstante lo anterior, el país requiere, ante todo, un cambio en la cultura del servidor público, tendiente a garantizar que la ciudadanía acceda, de manera oportuna, completa y comprensible, a la información pública, en todos los niveles e instancias del Estado.

 3. DE LOS MECANISMOS DE CONSULTA.

PREGUNTA B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.

RESPUESTA

Los mecanismos de participación consagrados en la ley 134 han sido utilizados de manera muy precaria. Los datos disponibles para comienzos del año 2001 indican que hasta ese momento se habían llevado a cabo 35 consultas populares y 53 referendos en todo el país
. En criterio de la Defensoría del Pueblo, el principal problema que se ha presentado para su utilización es el de los múltiples requisitos que se han establecido para su ejercicio
.

4. DE LOS MECANISMOS PARA ESTIMULAR UNA PARTICIPACIÓN ACTIVA EN LA GESTIÓN PÚBLICA.

PREGUNTA B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país. 

RESPUESTA
La participación ciudadana en la planeación del desarrollo municipal

De acuerdo con el estudio de Sudarsky, los mecanismos de planeación en el municipio, Consejos Territoriales de Planeación (CTP) y los Consejos Municipales de Desarrollo Rural (CMDR) son muy poco conocidos. En la pregunta no ayudada apenas el 0.2% conocía el CTP y ninguna persona el CMDR. En la pregunta con ayuda, el 10.8% conocía el CTP y el 11.6% el CMDR.

Según información del Consejo Nacional de Planeación la mayoría de los Consejos territoriales de planeación no han contado con el apoyo necesario
. El estudio de DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE muestra que el 14% de los Consejos cuenta con equipo administrativo y técnico, y solo el 34% recibe algún apoyo de la administración
.

En el año 2001, la Defensoría del Pueblo, Delegada para la Participación Ciudadana, aplicó una encuesta en todos los municipios del país con el objeto de conocer el número de Consejos Territoriales de Planeación existentes y sus condiciones de operación
. Con el 62% de encuestas respondidas
, se obtuvieron los siguientes resultados:

· Existen 487 Consejos, lo que representa un 45% del total de municipios del país. Este dato contrasta con  la información dada en el estudio del DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, en el que se reportan 698 Consejos en todo el país. 

· La mayoría de los Consejos en funcionamiento están concentrados en los departamentos de Antioquia, Cundinamarca, Boyacá, Santander, Valle, Tolima y Huila. 

· Caldas es el departamento con mayor proporción de municipios con Consejos seguido de Huila, Quindio y Valle (entre el 78% y el  67%). 

· En los Departamentos de Magdalena, Chocó, Arauca  y Guajira, menos del 20% de los municipios cuenta con Consejos. 

· En los municipios en los que no está operando el Consejo la situación es la siguiente: 
Estado
Nro.
Part. %

No fue creado 
31
16,3%

Fue creado pero no se convocó a los miembros
17
 8,9%

Fue creado pero no se postularon ternas para su integración
9
 4,7%

Fue creado, integrado, pero no ha iniciado actividades
52
27,4%

Fue creado, funcionó, actualmente está inactivo 
16
 8,4%

Otras
7
 3,7%

Sin información
58
30,5%

Total
190
100,0%

Respecto a la importancia que se le otorga a ésta instancia de participación, el estudio del DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE muestra las opiniones divididas. Se destaca el 22% de los entrevistados quienes consideran que el Consejo no ha tenido importancia alguna y el 19% opina que fue un canal muy importante que efectivamente incidió en las decisiones del municipio
.

Para la participación en la planeación del desarrollo rural, Colombia cuenta formalmente con la instancia de concertación de los Consejos Municipales de Desarrollo Rural – CMDR-. Según el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
, con el fin de promover la constitución de estas instancias en todos los municipios rurales del país, en 1996 se creó en una oficina denominada Unidad de Gestión de los Consejos Municipales de Desarrollo Rural
, que fue eliminada posteriormente, en 1999. Durante su funcionamiento se llevó a cabo un trabajo de promoción para la creación de éstos consejos, mediante una amplia capacitación tanto en las entidades del sector agropecuario y otras entidades nacionales que orientan políticas sociales en todo el país, como con autoridades municipales y organizaciones de base del sector rural. Se capacitaron alrededor de 16.000 líderes y 3.500 funcionarios públicos. Producto de esta promoción se crearon 1003 CMDR en el país. 

Con el objetivo de facilitar que los departamentos, a través de sus Secretarías de Agricultura, evaluaran el desempeño de los CMDR, la Unidad de Gestión diseñó un programa de seguimiento que le fue entregado a los 32 departamentos del país, al tiempo que se les proporcionó la capacitación necesaria para su manejo.
 Adicionalmente se levantó una línea de base aplicando una encuesta en todo el país para observar el funcionamiento y la gestión de estos consejos y facilitar así su posterior evaluación por parte de las Secretarías de Agricultura
. 

Según el balance del DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, para el año 2000, solamente el 11% de los CMDR de los municipios estudiados contaba con equipo administrativo y técnico, y el 37% recibía algún apoyo financiero y logístico. El 37% de ellos se reunió más de cuatro veces durante el último año y solamente el 36% preparó conceptos sobre la inversión del municipio en el área rural. 

Sobre la importancia de éste espacio de participación en la planeación rural, este mismo estudio señala que el 34% de los entrevistados considera que el espacio es importante y que algunas de sus iniciativas son tenidas en cuenta. Se destaca el 20% de los  entrevistados quienes consideran que no ha tenido importancia alguna, el 13% señala que éste ha sido un espacio de participación muy importante con incidencia en las decisiones de la administración y el 12% plantea que no tiene ninguna función decisoria, aunque lo destaca como un canal importante
.

La participación en salud 
La participación en salud es la más conocida y la más conocida-usada, junto con la tutela y la participación en educación, según el estudio de Sudarsky

Se destaca este sector por la existencia de una evaluación de la participación por parte del Ministerio de Salud. En 1999 se aplicó una encuesta a través de los departamentos y distritos
, a partir de la cual se reveló: (i) la poca interrelación y coordinación entre el Ministerio de Salud y los departamentos y distritos, y entre estos con sus municipios, (ii) la escasa asunción de la responsabilidad de los procesos de participación por parte de las administraciones, (iii) la presencia de las Juntas de Acción Comunal como una organización social activa en la mayoría de las entidades territoriales, en todos los componentes de la participación  (control social a la inversión, control social a la prestación de servicios, participación en los planes locales de salud y en el plan de Atención Básica), (iv) la escasa respuesta en el control social al Régimen Subsidiado en cuanto a número de cupos recuperados
. El informe da cuenta de 187.603 personas capacitadas en 2775 eventos sobre veeduría en salud, asociación de usuarios, planeación local y plan de atención básico. En cuanto al control social a la inversión en salud, en 236 municipios respondieron que se conoce sobre la existencia de 1485 Comités de Veedurías en Salud, de los cuales el 75% la ejercen al régimen susbsidiado y el 22% a otros proyectos
. 

En el estudio del DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, se concluye que solo en la mitad de los municipios funcionan los principales mecanismos de participación ciudadana creados en el sector salud (asociaciones de usuarios, 70%; participación de usuarios en la junta directiva de los hospitales, 55% y los comités de participación comunitaria (53%). En el otro extremo se encuentran los consejos municipales de seguridad social que tan solo están en el 18% de los municipios
. 

En cuanto a la participación en la planeación en salud, en el 65% de los municipios la comunidad participó en la elaboración del Plan de Desarrollo en Salud y en el 66% de ellos la administración consultó con la comunidad sus opiniones. Encuestas para consultar prioridades se hicieron en el 27% de los municipios y en el 37% de ellos se crearon mecanismos para que la comunidad pudiera conocer los recursos disponibles y los proyectos a ejecutar. Finalmente, los entrevistados manifiestan que en el 56% de los municipios la administración incorporó en el Plan de Salud las propuestas de la comunidad, el 38% de los municipios difunde los resultados de la ejecución del Plan a la comunidad, el 30% prepara una publicación y el 36% realiza reuniones de presentación de los resultados.

La participación en educación 

El estudio de Sudarsky, se concluyó que los mecanismos de participación en educación son los más usados. El 55% de los encuestados conoce/alguien lo usa
. En el estudio del DNP-PNUD-ACCI-GT-FONADE, se observa que en el 96% de los municipios se conformó la Junta Municipal de Educación, advirtiendo que el cumplimiento de sus funciones es parcial. Los temas tratados que tienen mayor participación son las relativas al personal docente (propuestas y traslados) y el apoyo al control y vigilancia de las instituciones educativas, con respuestas entre el 61% y el 77%. En el 84% de los municipios estudiados se realizaron foros educativos
.

La participación en la construcción del Plan Nacional Decenal de Cultura

En el año 2000 se desarrolló un importante ejercicio de consulta ciudadana alrededor de la cultura en Colombia para la elaboración del Plan Nacional Decenal de Cultura 2.001-2.010
. Se convocó a todos los ciudadanos a nivel municipal y distrital a través de los Alcaldes y de las Casas de Cultura y se realizaron encuentros municipales para contestar el cuestionario que sirvió de base en la consulta. De los 1.080 municipios del país 543 respondieron el cuestionario, lo cual equivale al 50% de los mismos
. 

5. DE LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN EN EL SEGUIMIENTO DE LA GESTIÓN PÚBLICA.

PREGUNTA B. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los anteriores mecanismos consignando los datos estadísticos pertinentes de los que disponga su país.

RESPUESTA

Pese a la amplia gama de mecanismos de seguimiento, vigilancia, fiscalización y control ciudadano, previstos normativamente, la información disponible muestra que la ciudadanía en general no los conoce. Según el estudio de Sudarsky los mecanismos control y seguimiento a la gestión pública son los menos conocidos y, aún si son conocidos, son los menos usados
. 

Una encuesta de USAID-Casals & Asociados (2001), reveló el escaso conocimiento de la ciudadanía sobre los mecanismos de control
. A la pregunta, nombre cuáles son las actividades de participación y protección judicial ciudadana que ayudan a mantener y controlar al Estado, el 53.2% afirma no conocerlos y el 27.7% menciona la acción de tutela. Menos del 3% de los encuestados conocen otros de los 31 mecanismos considerados en el cuestionario
. Cabe resaltar que la denuncia es la más conocida después de la tutela con un porcentaje de 2.8%. La queja y la veeduría obtienen una calificación de conocimiento del 1.1% y 1% respectivamente.  

A la pregunta de si habían usado alguna acción judicial en el último año (2000 y 2001), tan solo el 8% contestaron afirmativamente. De éste bajo porcentaje 68 personas (37%) había utilizado el derecho de petición, 56 personas (30%) la tutela y apenas 24 personas (13%) la denuncia
.  

La encuesta hecha por la Vicepresidencia de la República y el Banco Mundial (2002), respecto a la utilización del mecanismo de denuncia arrojó lo siguiente. A la pregunta de si conoce el procedimiento que debe seguir para denunciar un caso de corrupción, el 79% de los 3.493 usuarios de servicios del Estado entrevistados contestó que no. Sin embargo, el desconocimiento del procedimiento de denuncia es una razón secundaria dentro de las expresadas por los usuarios para no denunciar casos de corrupción. Estas fueron: no recibir protección contra las posibles represalias (78%), no poder probar nada (73%) “todo el mundo conoce los casos y nadie los denuncia” (73%). En contraste, el 41% de los 3.472 funcionarios entrevistados dijo que la razón por la cual no denuncia los casos de corrupción, se debe a desconocimiento del procedimiento de denuncia
.
En el nivel municipal, según el balance del DPN-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE en la mayoría de los municipios no existen mecanismos de control ciudadano a la ejecución de las inversiones. El 30% de los Consejos Municipales de Planeación creados continuó en operación para hacer seguimiento y evaluación al Plan de Desarrollo Municipal, pero con condiciones de operación precarias
. 

La Veeduría Ciudadana 

En el estudio de Sudarsky, a la pregunta de si conoce o ha oído mencionar el mecanismo de veedurías ciudadanas, el 74% de los encuestados respondió que no, y el 19% que si.
 El desconocimiento de este mecanismo de vigilancia, seguimiento o control a la gestión del Estado por parte de la ciudadanía, vuelve a aparecer, en similar proporción, en los resultados de la encuesta de USAID-Casals & Asociados, en la que el 70% de los encuestados dice no conocer qué son las veedurías
. 

Sobre el uso del mecanismo, en la encuesta de USAID-Casals & Asociados, al 30% de los que dijeron saber qué eran las veedurías se les preguntó si habían participado en alguna en los últimos doce meses. El 70% contestó que no sabía, el 28% que no, y solamente el 2% dijo haber participado
. En contraste, en el estudio de Sudarsky, el 29% conoce/usa las veedurías, sin referencia temporal
.

Según el estudio del DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE en el 65% de los municipios estudiados se constituyeron veedurías con distintos propósitos
. En el estudio del Ministerio de Salud se menciona que las veedurías en salud son conocidas por la totalidad de los municipios que respondieron al cuestionario y que un 50% de los Comités de Veeduría del país están conformados pero no están activos. Se señala también que las entidades públicas no han promovido la organización de sus usuarios (Asociaciones de Usuarios) ya que sólo el 10% de las prestadoras de servicios (privadas y públicas) cuentan con este tipo de figura de control y seguimiento a la gestión pública en salud
.  

En el estudio hecho por Transparencia por Colombia (2000) sobre las Veedurías ciudadanas se concluye  que los veedores se enfrentan para el desarrollo de su labor con los siguientes obstáculos
:  

· Instituciones públicas cerradas a la participación ciudadana y en particular al control social, por razones tales como la poca conciencia por parte de los servidores públicos frente al concepto de control social y a los derechos que tienen los ciudadanos y ciudadanas de acceder a la información pública. 

· Falta de preparación del Veedor para el desempeño de su labor lo que puede encontrar explicación por la falta de información suficiente y oportuna de que se dispone y en la baja capacidad para manejar la información, una vez se tiene. Aún dentro de las mismas veedurías no siempre hay claridad acerca de su papel y sus alcances.  A la pregunta, cuál debe ser el papel de la veeduría ciudadana, algunos veedores comentaron que las veedurías deben ser parte del Estado,  órgano de control, o incluso, un partido de oposición.

· Falta de credibilidad de las veedurías ya que existe la percepción en algunos servidores públicos de que algunas tienen como propósito destruir instituciones oficiales u obstaculizar el desarrollo de las obras publicas.
  

· Procesos de control del Estado no ágiles y eficientes. Los procesos penales, disciplinarios y fiscales, en muchos casos resultado de la vigilancia y las denuncias ciudadanas, demoran, en general, mucho tiempo. Esto exige a las veeduría recursos de tiempo, financieros y humanos, si se quiere hacer seguimiento a los resultados de sus actuaciones. De otra parte, la ciudadanía pierde la confianza en procesos en que no se ven resultados concretos.

· Falta de conocimiento ciudadano de las herramientas de control social. 

· La situación de conflicto armado y de violación de derechos humanos generan inseguridad para quienes ejercen control social. La mayoría de los veedores entrevistados para el estudio comentaron que se encontraban amenazados. 

· La falta de recursos económicos para ejercer la labor pues la independencia financiera es importante para poder garantizar la autonomía de la veeduría. La falta de recursos incide también en los niveles de capacitación de los veedores, en su preparación para desempeñar sus tareas y responsabilidades, en la calidad y profundidad de sus investigaciones y  en los alcances o en la cobertura de las veedurías
. 

· El disponer de tiempo “libre” para participar, resulta un recurso político definitivo en el ejercicio de la participación ciudadana en general. Particularmente las mujeres y las personas con vinculaciones laborales pueden ver la falta de tiempo como un obstáculo para impulsar o participar, especialmente en el control social, ya que implica asistir a reuniones y disponer de tiempo para la  leer y estudiar la documentación. 

De otra parte, encontramos que pese al poco conocimiento de la ciudadanía de este mecanismo, los ejercicios de Veeduría llevados a cabo han cumplido un importante papel de denuncia de hechos de corrupción en el país y de visibilización de información pública
. Algunos ejemplos destacados de veedurías, que la muestran no solo como un mecanismo de control a la gestión administrativa sino también de vigilancia de procesos políticos de gran envergadura para la vida nacional son: la Veeduría al proceso 8000
; a la elección presidencial 1998; a la elección de magistrados de las altas cortes judiciales en 1999; y a la reforma constitucional en 1996. Destacamos, adicionalmente, que entre 1996 y 2001, el 39% de las Pérdidas de Investidura de Congresistas, han sido a causa de las denuncias hechas por la Red de Veedurías Ciudadanas de Colombia, RED VER.
 

El estudio de la Vicepresidencia de la República y el Banco Mundial (2002), arroja que las Veedurías ciudadanas son percibidas de manera positiva. Cuando se le preguntó a los usuarios de los servicios del Estado, a los empresarios y a los funcionarios cuáles serían, en su opinión, las instituciones que podrían liderar estrategias de lucha contra la corrupción, los tres grupos señalaron como segunda institución a las Veedurías ciudadanas, con porcentajes de 27%, 28% y 38%, respectivamente. En el estudio de Sudarsky se reconoce el impacto positivo de las Veedurías ciudadanas en el capital social resultado que, según el autor, sorprende por el poco tiempo de utilización de este mecanismo de participación
.

Vigilancia en la prestación de los Servicios Públicos Domiciliarios

Los Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios son activos en el 40% de los Municipios.
 Con relación a la participación de usuarios en las juntas directivas de las empresas de servicios públicos, se  reportó que antes de 1994 se produjeron experiencias en solamente el 8% de los municipios y después de 1994, aumentó al 54%. Para el año 2000 existía representación de los vocales de los comités de desarrollo y control social, o de otro tipo de usuarios, en las juntas directivas de las empresas de servicios públicos, en el 42% de los municipios.

Algunos analistas en el tema de la participación en el control y vigilancia de la prestación de los servicios públicos domiciliarios consideran que es desorganizada, que no tiene propósitos a largo plazo y que los Comités de Desarrollo y Control Social, tienen limitaciones de autonomía por la existencia de normas de funcionamiento confusas, que no les permite cumplir cabalmente el papel de vigilancia
. Además, consideran que existe una tendencia a su instrumentalización por parte de las entidades prestadoras de servicios y la Superintendencia de Servicios Públicos, “como meros tramitadores de recursos”. A las anteriores dificultades se añade que para las entidades privadas prestadoras de servicios no opera la figura del Vocal
. 

Auditorías articuladas con organizaciones de la sociedad civil

Como novedad cabe destacar, la experiencia que desarrolló la Contraloría General de la República de involucrar a organizaciones de la sociedad civil en las auditorías que llevan a cabo sobre entidades estatales vigiladas fiscalmente. Auditorias a la Corporación del Magdalena, al Incora, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a Minercol, a Ingeominas, a la Dirección de Comunidades Negras del Ministerio del Interior, a la Administración Postal y a la Aeronáutica Civil, con participación de organizaciones civiles, a través de: (i) Mesas de Trabajo en las que se debaten los avances de la auditoría, (ii) discusión del borrador de informe final del resultado de la auditoría, y (iii) seguimiento al Plan de Mejoramiento adoptado por la entidad auditada. Estas experiencias arrojan como primeros resultados cambios favorables en la gestión en la Contraloría y avances en la cultura de la participación por parte de los funcionarios de las entidades vigiladas, mayor legitimidad de la Contraloría, una mayor  calidad y eficacia en los resultados de la auditoria y mejoramiento de la oportunidad de respuesta a las organizaciones de la sociedad civil
.

Sobre el Sistema de Quejas y Reclamos previsto en el Estatuto Anticorrupción

El Estatuto Anticorrupción dispuso el establecimiento del Sistema de Quejas y Reclamos de la ciudadanía en todas las entidades del Estado. De acuerdo con el sondeo telefónico hecho por Transparencia por Colombia (en agosto de 2001 y en marzo del 2002), se encontró que de 88 entidades del orden nacional monitoreadas, 65 cuentan con oficina de quejas y reclamos, 16 no tienen y en 8 la información no está disponible.
Como se puede observar en la gráfica siguiente, cuando se está evaluando la existencia de facilidades para atender quejas y reclamos y obtener información telefónica sobre la institución, los resultados para la Contraloría General de la República superan a las demás ramas o entes del poder público. En el caso del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo obtuvo una calificación de 10/10. Estos resultados contrastan con los obtenidos por el legislativo que no tiene a disposición del público este tipo de facilidades. En lo que hace referencia al poder Judicial, se observa que las altas cortes tampoco cuentan con este tipo de mecanismos que faciliten atención a la ciudadanía.


Capacitación para el control social a la gestión pública

Se destaca el Plan de Formación para el Ejercicio del Control Social a la Gestión Pública que, en desarrollo del mandato de la ley 489 de 1998, viene adelantando el gobierno nacional con el liderazgo del Departamento Administrativo de la Función Pública y con la participación de entidades de control y del ejecutivo en el nivel nacional. Además del diseño y desarrollo propiamente del Plan, es importante resaltar que por primera vez en el país trece entidades trabajaron coordinadamente
.  Los resultados más destacados del Plan son: la formación de  800 multiplicadores a través de 5 talleres con una cobertura de 29 Departamentos y  el inicio del Diplomado  sobre “Promoción del Control Social a al Gestión Pública con Jóvenes Estudiantes” para que mediante la prestación del servicio social capaciten a las comunidades. Como prueba piloto, éste Diplomado está dirigido a docentes de los últimos grados de educación básica de colegios públicos y privados de tres Municipios de Antioquia.  
Comisión Ciudadana de Lucha contra la Corrupción

La Comisión Ciudadana de Lucha contra la Corrupción, instancia más importante de participación ciudadana en el nivel nacional, que fuere prevista en el Estatuto Anticorrupción (1995), nunca fue convocada por el gobierno. En 1997, luego de su fusión en la Comisión Nacional de Moralización y organizada como una subcomisión de ésta, se reguló su composición. Convocados los sectores que la conformarían para que postularan candidatos, éstos no fueron seleccionados por el gobierno. 

La sociedad civil desarrolla nuevas herramientas de control a lo público

Creemos importante destacar los esfuerzos e iniciativas que se vienen desplegando desde la sociedad civil en el ejercicio del control a la cosa pública en general. Cada vez son más importantes y destacados los esfuerzos desde las organizaciones sociales y comunitarias, los empresarios y la ciudadanía en general. Por ejemplo el diseño de nuevas herramientas, la prueba o cualificación de algunas ya existentes, la transferencia de tecnologías y aprendizajes de organizaciones con más experiencias a otras más nuevas, entre otras. Algunas de esas herramientas son: 

Ambito
Ejemplos de novedosas herramientas de seguimiento y control desarrolladas por OSC

Contratación 
Pactos de Integridad: Desarrollada por Transparencia Internacional y ajustada para su aplicación en Colombia por Transparencia por Colombia. Por medio de ella se acompaña a entidades públicas, en licitaciones de gran importancia para el país o ente territorial, que comprometen un volumen significativo de recursos públicos. Se basa en la ampliación de la discusión pública de reglas del juego, en el levantamiento de mapas de riesgos de corrupción y en acuerdos voluntarios, suscritos entre todos los actores (públicos y privados) que intervienen directamente en la licitación. Tiene como fin fortalecer la transparencia, la igualdad en la competencia y la sostenibilidad de la modalidad contractual escogida. 

Pactos de Probidad: Desarrollada por la Confederación de Cámaras de Comercio de Colombia– Confecámaras. Toma como base la metodología de los Pactos de Integridad, ajustándola para licitaciones pequeñas en el nivel territorial. Se centra básicamente en el trabajo con los proponentes. 

Elefantes Blancos: Diseñada por City TV y Transparencia por Colombia, en alianza con otros medios masivos de comunicación. Pretende identificar y difundir ante la opinión pública la existencia de obras públicas de infraestructura inconclusas, motivando con esto la intervención de los órganos de control del Estado para identificar y sancionar los responsables.



Corporaciones de elección popular
Concejo cómo Vamos (Bogotá): Proyecto promovido por la Fundación Corona, la Casa Editorial El Tiempo y la Cámara de Comercio de Bogotá, tiene como propósito hacer seguimiento a la gestión del Concejo de Bogotá y hacer público su desempeño.

Observatorio del Concejo Distrital de Cartagena de Indias/ Consejo Visible. www.concejovisible.org: Es un proyecto de la Fundación Cívico Social Pro-Cartagena (FUNCICAR), la Cámara de Comercio de Cartagena y la Red de Veeduría Ciudadana de Cartagena, que busca el acercamiento de la ciudadanía al Concejo, mediante la divulgación de las actividades de dicha corporación. El proyecto se desarrolló con el apoyo de Transparencia por Colombia en el marco de la Red por la Integridad, la Transparencia y la Probidad.

Congreso Visible: Proyecto del Departamento de Ciencia Política y el Centro de Investigaciones Sociojurídicas – CIJUS - de la Universidad de los Andes que busca acercar a la ciudadanía al Congreso de la República mediante un proceso de seguimiento y de divulgación de la actividad legislativa. 



Electoral 
Votebien.com: Alianza de Transparencia por Colombia, la Revista Semana, Congreso Visible, Fescol y otros medios de comunicación  para fortalecer un voto más informado a través de la utilización del Internet. 

Pactos por la Transparencia: Herramienta desarrollada por el Programa Presidencial de Lucha Contra la Corrupción, Confecámaras y otras organizaciones de la sociedad civil. Impulsa el compromiso por la integridad y la transparencia de los candidatos a alcalde municipal y gobernador de Departamento durante la contienda electoral. 

Candidatos Visibles: Proyecto del Departamento de Ciencia Política de la Universidad de Los Andes que, con el apoyo de una base de datos, entrega información a la ciudadanía acerca de la hoja de vida de los candidatos al Congreso y a la Presidencia de la República.



Gestión pública territorial 
Bogotá Cómo Vamos: Desarrollada por la Fundación Corona, el Periódico El Tiempo, la Cámara de Comercio de Bogotá, City TV y el Instituto FES de Liderazgo. Pretende suministrar pedagógicamente información a la ciudadanía sobre cumplimiento de metas del plan de desarrollo y plan de inversión del Distrito Capital.
Manizales Cómo Vamos:  Aplicada por la Corporación Cívica de Caldas, retoma el modelo de Bogotá Cómo Vamos. El objetivo es suministrar pedagógicamente información a la ciudadanía sobre cumplimiento de metas en algunos aspectos sociales del plan de desarrollo de Manizales. El proyecto se desarrolló con el apoyo de Transparencia por Colombia en el marco de la Red por la Integridad, la Transparencia y la Probidad.

Municipios Cuidadosos de los Recursos Públicos: Diseñada por Transparencia por Colombia y aplicada por ésta corporación en alianza con la Fundación Protransparencia Atlántico. Se pretende involucrar a todos los actores sociales e institucionales del municipio (que conforman el Sistema Municipal por la Integridad) en el diseño y ejecución de un  Plan Municipal por la Transparencia o por la Integridad.
Internet para la Rendición de cuentas:  Diseñada por Transparencia por Colombia y aplicada por ésta en alianza con Colnodo (Asociación Colombiana de Organizaciones No Gubernamentales para la Comunicación vía correo electrónico). Se pretende fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas en la gestión municipal, gracias a la utilización  cotidiana de canales de comunicación soportados en la tecnología del Internet. 



Medición de Integridad de entidades del nivel central. 
Indice de Integridad de entidades públicas. Diseñado por Transparencia por Colombia. Calificación de integridad de las más importantes entidades públicas del orden nacional en relación con tres factores: transparencia; control y sanción; y eficiencia e institucionalidad. Midió, en una primera calificación (septiembre del 2000), a 88 entidades. 

Comparativo de Integridad de poderes del Estado. Diseñado por Transparencia por Colombia. Evaluación comparativa de integridad entre las tres ramas del poder público y los órganos de control, según indicadores que componen los factores de transparencia; control y sanción; y eficiencia e institucionalidad.

NOTAS FINALES DE CONCLUSIÓN

Las siguientes son algunas conclusiones que arrojan el estudio adelantado para responder el cuestionario de la OEA sobre los avances de Colombia en el cumplimiento de la Convención Americana contra la Corrupción, en el ámbito de la participación ciudadana.  

· Muchas de las condiciones necesarias para el cumplimiento de la Convención estaban dadas en el país a partir de la vigencia de la Constitución Política del 91. En Colombia, la participación es un principio fundante del Estado, es un derecho constitucional y un principio que orienta el servicio público. Se  cuenta con una amplia gama de mecanismos de participación ciudadana, regulados legalmente, básicamente en el nivel municipal, que cubren diversos sectores sociales y de la gestión pública (educación, salud, seguridad social, medio ambiente, negritudes, juventud, planeación del desarrollo, etc.) y que se desarrollan a través de distintos modos de participación (consulta, concertación, debate y control). El acceso de la ciudadanía a la información pública está garantizado constitucionalmente, con excepciones de ley. En materia de control social, modo privilegiado de participación ciudadana en la lucha contra la corrupción, formalmente tenemos la Veeduría Ciudadana, oficinas de quejas y reclamos, líneas telefónicas gratuitas, buzones de quejas en internet y mecanismos de denuncia.

· En la práctica, los mecanismos de participación son poco conocidos por la ciudadanía y poco utilizados efectivamente por las administraciones. Los más usados son los espacios de participación en salud y en educación. La gran cantidad de mecanismos previstos para el nivel municipal tiende a atomizar la actuación de los actores sociales y a dificultar una visión global del municipio. 

· La mayoría de las entidades responsables de orientar las políticas públicas en materia de participación ciudadana y de hacer seguimiento y evaluación a su desarrollo, no han cumplido efectivamente con esta función o lo han hecho de manera parcial.  

· Se observan avances en la utilización de las nuevas tecnologías para hacer público lo público y para facilitar a la ciudadanía el acceso a mecanismos de control y a documentación oficial. Sin embargo, el país requiere un cambio en la cultura del servidor público, tendiente a garantizar efectivamente que la ciudadanía acceda, de manera oportuna, completa y comprensible, a la información en todos los niveles e instancias del Estado.

· El conflicto armado continúa generando altos costos para la participación ciudadana en Colombia. No solo reduce las posibilidades de expresión y de organización de las comunidades en algunas zonas del país con presencia de grupos armados al margen de la ley, condiciones esas indispensables para el ejercicio ciudadano, sino que, además, genera riesgos a la vida y a la integridad personal de quienes lideran procesos de organización o movilización comunitaria o cívica. Por otra parte, y más allá del conflicto armado, el clima de violaciones de derechos humanos en el país afecta el ejercicio ciudadano de control a los asuntos públicos y de lucha contra la corrupción, los que se han convertido en una actividad de alto riesgo para la vida y la integridad personal de quienes denuncian hechos de corrupción y/o hacen veedurías a la cosa pública. 

· En la sociedad civil existen más actores organizados, se ha ampliado la agenda pública de control social, se cuenta con aprendizajes social sobre la administración y con novedosas herramientas de control ciudadano a los asuntos públicos .

· Tendiente a fortalecer lo público y en especial el cuidado de sus recursos, se debe propender por la cualificación de la participación antes que por la cantidad de instrumentos, mecanismos y espacios de participación
. La  rendición de cuentas de los funcionarios sobre su gestión se convierte en una práctica privilegiada en la construcción de una cultura de lo público y de cualificación de la participación ciudadana.  
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� A iniciativa de la Fundación Corona, en alianza con Fundación Social, Centro Interdisciplinario de Estudios Regionales Cider de la Universidad de los Andes, Corporación Región, Viva la Ciudadanía, Fundación Foro Nacional por Colombia, Banco Mundial y Transparencia por Colombia, se adelanta un proyecto de evaluación de la participación ciudadana en Colombia en la década, con énfasis en la planeación participativa. El estudio se está desarrollando por Foro Nacional por Colombia.


� Departamento Nacional de Planeación DNP, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo  PNUD, Agencia Colombiana de Cooperación Internacional ACCI, Agencia Alemana de Cooperación  GTZ, y Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo FONADE. Evaluación de la descentralización municipal en Colombia: balance de una década. Bogotá, 2002. El universo del estudio fue el conjunto de municipios del país. Se aplicó una muestra representativa para el país de 148 municipios de diferentes tamaños y regiones. El proyecto se realizó entre enero del 2000 y octubre del 2001. 


� Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia. Departamento Nacional de Planeación- DNP. Imprenta Nacional de Colombia. Bogotá, noviembre de 2001. Pág 145. La encuesta fue  realizada a nivel nacional, sobre una muestra representativa de 3.000 personas.


�  Idem, pág. 145.


� Excepcionalmente existe la experiencia del municipio de Versalles en el Valle del Cauca en el que se ha logrado el uso de los distintos espacios de participación ciudadana. Citado por el Estudio del DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE.


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE Descentralización municipal... Op.cit. Pág. 291.


� 	Transparencia por Colombia. Para fortalecer el control ciudadano en Colombia: Estudio sobre la figura de la Veeduría Ciudadana en Colombia. Colección Cuadernos de Transparencia. Cuaderno No.2. Bogotá, Julio-Octubre de 2000.                                                                                        


� Foro Nacional por Colombia...Op.Cit. 


� OPD/OEA, CEJA, U. Javeriana, U. Alberto Hurtado, U. Rafael Landivar. Huerta Malbrán, María Antonieta (Coordinadora). Descentralización, municipio y participación  ciudadana: Chile, Colombia y Guatemala. Bogotá, 2000. págs. 217 y siguientes. La investigación en Colombia seleccionó cinco municipios para el estudio, atendiendo criterios de población y recursos financieros y su importancia regional y actividad económica. Los municipios fueron: Tulúa, Barrancabermeja, Facatativá,  Acacías y Samacá.  


� Resultados de la visita de Foro Nacional por Colombia a distintas entidades estatales.


� Transparencia por Colombia, La Veeduría... Op.Cit. Pág. 56. 


� UPD/OEA. Op. Cit. Pág. 224.


� Universidad Nacional, Colombia un país por construir. Bogotá, Junio del 2000. A igual conclusión llega el estudio del PNUD-ACCI-GTZ-FONADE. Evaluación de la descentralización ... 


� Uribe, María Teresa. Las promesas cumplidas de la democracia participativa. Tomado de Seminario de Evaluación: Diez años de la Constitución Colombiana 1991-2001. Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Bogotá, junio 13-16 de 2001. 


� Transparencia por Colombia. El Sistema Nacional de Integridad en Colombia: Análisis y resultados del Estudio de Caso. Colección Cuadernos de Transparencia. Cuaderno No.4. Bogotá 2002. 


� Ministerio de Comunicaciones, Informe de Avance de la Agenda de Conectividad, Julio de 2002.


� Idem.


� Este indicador fue utilizado, junto a otros para construir el factor de Transparencia, componente del Índice de Integridad de las Entidades Públicas, 2002 y del Comparativo de Integridad de los Poderes del Estado, 2002, por parte de la Corporación Transparencia por Colombia. 


�  El Consejo Superior de la Judicatura es la instancia que tiene bajo su cargo la administración de la rama judicial y la función de disciplinar a sus miembros.


�  Transparencia por Colombia. Índice de Integridad de las entidades Públicas- Comparativo de los poderes del Estado. Resultados 2002. Colección Documentos. Observatorio de Integridad No.1. Bogotá, septiembre del 2002 


�  Resolución 05313 de 2002 de la Contraloría General de la República.


�  Los 4 subsistemas son: oferta, demanda,  control básico y control Inteligente.


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralización...Op.Cit. Pág. 287.


� Defensoría del Pueblo. Octavo Informe del Defensor del Pueblo al Congreso de Colombia. Bogotá,  enero- diciembre de 2000. Pág. 279. 


� Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia....Op.Cit..Pág. 146.


� Transparencia por Colombia. El Sistema Nacional de integridad...Op.Cit. 


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralizació...Op.cit. Pág. 289.


� Defensoría del Pueblo. Primera Encuesta Nacional de Consejos Territoriales de Planeación  Municipales en Colombia. Programa Promoción y desarrollo de la planeación participativa a través del fortalecimiento de los  Consejos Territoriales de Planeación. Defensoría Delegada para el estudio y defensa del derecho a la participación ciudadana. Abril de 2002. De 1092 municipios existentes en el país se recibió información de 677, equivalentes al 62%.


� Los Departamentos de San Andrés y Providencia, Guainía, Vaupés y  Amazonas no reportaron datos.


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralización...Op.Cit. Pág. 289.


�Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Unidad de Gestión para el fortalecimiento de los CMDR. Informe Final de actividades 1997-1999. Bogotá, 1999. 


�Participaban en esta Unidad todas las entidades adscritas y vinculadas al Ministerio de Agricultura: Fondo de Desarrollo Rural-DRI; Instituto Nacional de Reforma Agraria-INCORA; Instituto Nacional de Adecuación de Tierras; Instituto Nacional de Pesca y Acuicultura; e Instituto Colombiano Agropecuario. 


�Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Unidad de Gestión para el fortalecimiento de los CMDR. Resumen Ejecutivo de actividades 1.997-1999. Bogotá, 1999.


� Idem. 


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralización...Op.Cit. Pág. 291. 


� Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia....Op.Cit..Pág. 147.


�Ministerio de Salud, Dirección General de Descentralización y Desarrollo Territorial, Subdirección de Participación Social. Evaluación de la participación social en salud, Bogotá D.C., Junio de 1999. Respondieron  la encuesta 12 departamentos y 3 distritos. Los 12 departamentos tienen 368 municipios y constataron la encuesta 264 municipios, es decir, el 64%.


� Ministerio de Salud Nacional, Dirección General de Descentralización y Desarrollo Territorial, Subdirección de Participación Social. Informe de seguimiento al ejercicio de participación social en Departamentos y Distritos. Bogotá D.C., Marzo de 2000. 


� Idem, pág. 10 y siguientes.


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralizació...Op.Cit. Pág. 290


� Idem. Pág.290 


� Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia... Op.Cit, Pág. 146.


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralización...Op.Cit. Pág. 290. 


�  Ministerio de Cultura,  Dirección de Etnocultura y Fomento Regional. Bases para el Plan Nacional de Cultura a Nivel Municipal. Bogotá, 2000. Pág. 5


�  Idem. Pág. 6


�  Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia...Op.Cit. Pág. 103


� USAID-Casals& Asociados, Transparencia y Buen Gobierno, en cuatro ciudades de Colombia - Una  encuesta de percepción ciudadana. Realizada por Mitchell A. Seligson de la Universidad de Pittsburgh. Bogotá, noviembre de 2001. Pág. 38. La encuesta fue aplicada a finales del 2001 en las cuatro ciudades más grandes del país, Bogotá, Cali, Medellín y Barranquilla en el marco del Programa Anticorrupción. Los respondientes fueron 2400 personas, interrogadas telefónicamente.                                                                                                                                                                                                     


�  Los mecanismos considerados son: denuncia, acciones populares y de grupo, acción de cumplimiento, elecciones/ voto, queja ciudadana, veedurías, Derecho de Petición, audiencias públicas, junta administrativa local, ligas de consumidores, acción de nulidad, juntas de acción comunal, revocatoria del mandato,   juzgados, derechos humanos/protección de derechos, Defensoría del Pueblo, participación ciudadana/org.comunitaria, cabildo abierto, referendo, plebiscito, centrales obreras, comité de desastres, contraloría/ contralor general, consejos de juventud, cámara de representantes, huelga, líderes comunitarios, comunas e iniciativa legislativa. 


�  Idem, pág. 41.


� Vicepresidencia de la República, Banco Mundial. Encuesta sobre corrupción, desempeño institucional y gobernabilidad en Colombia, Bogotá D.C, Marzo de 2002. Se aplicó la encuesta en siete ciudades capitales de Departamentos en Colombia, Bogotá, Cali, Medellín, Cúcuta, Cartagena, Ibagué y Yopal, entre marzo y mayo de 2001, a 8.308 personas.


�  Idem, pág. 291.


�  Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia...Op.Cit. Pág 103.


�  USAID/ Casals& Asociados, Transparencia y Buen Gobierno...Op.Cit. Pág. 43.


� Idem, Pág.46.


� Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia...Op.Cit. Pág 148.


� Ministerio de Salud, Informe de seguimiento al ejercicio de participación social...Op.Cit.


� Idem.


� Transparencia por Colombia, La Veeduría...Op.Cit. Págs. 50 y siguientes.


� Esta conclusión también se apoya en la publicación de la Universidad de la Salle, Facultad de Trabajo Social. Sistematización de experiencias de veedurías ciudadanas y control social en la administración pública. Estrategias de participación ciudadana. Bogotá, 2001.


� Idem.


� Transparencia por Colombia. El Sistema Nacional de integridad...Op.Cit. Pág. 127.


� Proceso judicial abierto contra el ex presidente Ernesto Samper  Pizano por denuncias por ingresos de dineros  del narcotráfico a la campaña electoral de 1994. 


� Transparencia por Colombia, Ponencia “Justicia y Corrupción: el papel de la sociedad civil.


� Sudarsky Rosembaum, John. El capital Social de Colombia...Op.Cit.Pág. 129.


� DNP-PNUD-ACCI-GTZ-FONADE, Evaluación de la descentralizació...Op.Cit. Pág. 291 


� Idem, Pág. 291


� Restrepo Buitrago, Claudia María, El Control Social en los Servicios Públicos Domiciliarios: Más Derechos en el papel y menos en la realidad, Mimeo. Bogotá, 2001.  


� Idem. 


� Contraloría General de la República, Descripción de la experiencia o caso, Mimeo, Bogotá, 2002. 


� Análisis realizado por Transparencia por Colombia en el marco del proyecto "Observatorio de Integridad”, 2002. 


� Departamento Administrativo de la Función Pública, Dirección de Política de Administración Pública,  Democratización de la Administración Pública, Las 13 entidades son Ministerio del Interior, Procuraduría General e la nación, Contraloría General de la república, Contaduría general de la Nación, Defensoría del Pueblo, Ministerio de Salud, Ministerio del Interior, Superintendencia de Servicios Públicos, Veeduría Distrital de Bogotá, Escuela Superior de Administración Pública y el Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal de la Unión Europea. 


�  Agencia Colombiana de Cooperación Internacional ACCI- PNUD. Repensar a Colombia: Hacia un nuevo contrato social.  Bogotá, enero del 2002.
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